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Nuevos análisis en torno a los derechos de autoría e intangibles (artículos de investigación). 

Libertad artística y/o censura, el conflicto permanente entre derechos de propiedad 

intelectual y el derecho a la libertad de expresión (análisis a propósito del caso Fariña y 

la resolución de 2025 del Tribunal Supremo) 

 En este artículo de investigación se desgrana el conflicto latente entre un derecho fundamental como es 

la libertad de expresión y otro como es el derecho de propiedad intelectual. Este conflicto está más vivo 

hoy que nunca en el entorno digital, ya que de la aplicación tanto de la Directiva 2019/790 sobre         

derechos de autor en el mercado digital como del Reglamento de Servicios Digitales (DSA) 2022/2065 , 

se generan obligaciones como las medidas de filtrado y bloqueo de contenidos a las plataformas digitales, 

si esos contenidos vulneran derechos de autor de terceros. Pero, ¿esos sistemas afectan a la libertad de 

expresión? ¿Podemos afirmar que en el entorno digital hay censura? Analizaremos el conflicto y las           

resoluciones judiciales emitidas, nacionales y europeas, para determinar qué derechos prevalecen y si 

hoy podemos hablar de censura digital. Nos ayudará en este análisis la sentencia del Tribunal Supremo 

de 2025 que decide sobre el caso “Fariña”, en la que se analiza el derecho a la creación literaria en           

contenidos basados en hechos reales, bajo el  auspicio de derechos como el derecho al honor o la            

intimidad personal y familiar, un caso que bien puede trasladarse al ámbito de las plataformas digitales. 
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Los derechos de propiedad intelectual, consagrados 

en el art. 17.2. de la Carta de los Derechos              

Fundamentales de la Unión Europea, deben ser   

ponderados con otros derechos como: 

La libertad de empresa 

La protección de datos personales y confidenciales 

La libertad de expresión e información 

La especial problemática entre derechos de propiedad 

intelectual y otros derechos fundamentales como la 

libertad de expresión no es nueva, aunque también se 

ha materializado en el entorno digital, a consecuencia 

de normativas europeas como la Directiva 2019/790, 

que permite que se puedan utilizar sistemas de filtrado 

y bloqueo de contenidos no autorizados por los                 

titulares de derechos, aunque bajo límites como: 

El ejercicio de derechos fundamentales como la libertad de 

expresión e información; 

La aplicación de excepciones a los derechos de autor,   

como el derecho de cita, el uso para fines educativos, el uso 

para fines informativos, el derecho a reproducir obras que 

están permanentemente situadas en lugares públicos, o el 

derecho de crítica, parodia o pastiche.  

Por lo tanto, entre ambos tipos de derechos se produce lo 

que se denomina tensión regulatoria, que  también se ha 

comprobado existe entre los derechos de propiedad             

intelectual y otros derechos como el honor o la intimidad 

personal y familiar, en conflictos del territorio español como 

el caso Fariña. La reciente Sentencia del TS aclara          

cuestiones importantes que pueden aplicarse también al 

derecho fundamental de la libertad de expresión.  

Analizamos las principales decisiones judiciales del 

TJUE, principalmente enfocadas al conflicto entre los 

derechos en el ámbito digital; quizás podamos trasladar 

algunas de esas decisiones a un caso como el caso   

Fariña, ya resuelto en territorio español. De todos ellos 

esperamos obtener algo de claridad sobre cuál de este 

tipo de derechos fundamentales prevalece sobre el 

otro. Veamos si es posible. 



 Dos 
Nuevos análisis en torno a los derechos de autoría e intangibles (artículos de investigación). 

  

La necesaria ponderación entre derechos de propiedad intelectual y otros derechos fundamentales: el 

caso FARIÑA. 

En 2025 el TS español dicta la Sentencia 1761/2025, en la que se realiza un análisis profundo sobre las obras intelectuales 

“basadas en hechos reales”, con una resolución judicial en torno a los derechos fundamentales reconocidos en el artículo 

20.1.a) de la Constitución de 1978—el derecho de la libertad de expresión– y su relación con el derecho del punto b) del mismo 

artículo—derecho de libertad artística, científica y técnica.  

Unos meses antes de esta decisión del TS, el propio TC establece, en su Sentencia 1/2025, que el derecho de libertad de           

creación artística es un derecho de ejercicio autónomo al derecho a la libertad de expresión,  aunque forme parte del mismo, 

ya que el primero abarca el proceso creativo y la difusión de la obra, pero sí que debe ser ponderado con otros derechos   

fundamentales de terceros, atendiendo a las circunstancias de cada caso, analizando el grado de transformación creativa, la 

recognoscibilidad del personaje, la finalidad de la obra y la intensidad de la posible intromisión en la esfera privada. Este caso 

se refería a un artículo publicado en un periódico pero de tipo ficticio, no informativo. 

En la STS 1761/2025, la que resuelve el llamado caso FARIÑA,  se analiza si la inclusión en una obra audiovisual, del tipo serie de 

TV, inspirada en hechos y en personas reales, de unas escenas privadas, pueden consistir en una intromisión ilegítima por 

vulnerar derechos fundamentales, como los derechos al honor, intimidad e imagen. Dichas escenas privadas son ficticias,          

aunque los personajes que las protagonizan sí que se basan en personas reales. El TS establece que deben realizarse un juicio 

de ponderación que tenga en cuenta las circunstancias concurrentes para valorar si la afectación de la intimidad es                

proporcionada y legitimada por la libertad de creación artística. Por lo tanto, debe aplicarse un test de proporcionalidad y 

análisis sustantivo de los hechos para determinar si hay intromisión ilegítima de los derechos fundamentales, para obtener 

una ponderación y el necesario equilibrio entre los derechos afectados.  

Este test de proporcionalidad debe valorar el tratamiento, la duración, la integración en la trama y el modo de presentación de 

las escenas privadas en cuestión. Además, aplica otras decisiones judiciales (STS 26/2025, STS 1426/2024) que indican que el 

espectador comprende perfectamente cuándo se está ante una escena ficticia, cuándo se está utilizando la sátira, y que todo 

ello no depende del medio en el que se publica o difunde sino de su contenido y finalidad. Otra decisión anterior, la STS 

2886/2024, establece también la prevalencia del derecho a la libertad de expresión frente al derecho al honor.  

De esta decisión judicial obtenemos ya una primera conclusión: es necesario analizar cada caso en concreto cuando se         

pretenda hacer valer el derecho a la libertad de creación artística frente a otros derechos fundamentales.  En cada caso    

deberemos aplicar criterios de proporcionalidad, para que la defensa de uno de esos derechos no sea una cortapisa para el 

otro. Además, una segunda conclusión es evidente: la libertad de creación artística es un derecho fundamental a la misma 

altura o catalogación de otros derechos fundamentales, y consagrado como un elemento más de la libertad de expresión,   

aunque de ejercicio independiente, junto a la libertad de pensamiento y la emisión de juicios de valor y opiniones. La libertad 

de creación artística protege el proceso creativo, busca crear un universo narrativo y expresivo, aunque en algunos casos, el 

punto de partida sean hechos reales. Esos hechos reales, o ese proceso puede ser exagerado, distorsionador, inventivo, puede 

generar algo nuevo, de forma que se diferencia perfectamente la nueva creación de los propios hechos reales contados. Y 

aunque la libertad de expresión recoge también la libertad de información, esta última se refiere al ámbito de la                     

comunicación, ámbito en el que se exige veracidad e interés público, ya que el principal objetivo en este ámbito es el de                

informar (apurando algo más, incluso el de persuadir).  

Este mismo escenario jurídico, en el que libertad de creación literaria, artística y científica es manifestación de la   libertad de 

expresión, ¿se puede aplicar al entorno digital? En este entorno en el que hoy nos movemos todos, y en aras de la protección 

de los derechos de propiedad intelectual que emanan de esa libertad de creación, se están aplicando sistemas de control de la 

libertad de expresión, pero, ¿cómo un derecho concreto puede prevalecer frente a otro superior que lo ampara y recoge? 
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 Tres 
Nuevos análisis en torno a los derechos de autoría e intangibles (artículos de investigación). 

 La necesaria ponderación entre derechos de propiedad intelectual y otros derechos fundamentales: las 

primeras decisiones judiciales europeas  

La Carta de derechos fundamentales de la Unión Europea recoge en su artículo 17.2., como tales, los derechos de propiedad 

intelectual. entre los derechos que amparan la libertad; entre estos derechos se encuentra también el derecho a la libertad de 

expresión e información (art. 11 de la Carta) o el derecho a la libertad de empresa (art. 16). Estos derechos han sido analizados 

por el TJUE como derechos que limitan la propiedad intelectual, en los asuntos PROMUSICAE (C-275/06) SCARLET EXTENDED (C

-70/10), SABAM/NETLOG (C-360/10) o GS MEDIA (C-160/15), de los que podemos extraer las siguientes indicaciones iniciales, 

antes de la entrada en vigor de varias normativas (Directiva de derechos de autor en el ámbito digital de 2019 o Reglamento 

de Servicios Digitales de 2022). Las consideraciones son las siguientes: 

Hacer un resumen de estas STJUE: 

 La normativa UE debe interpretarse de forma que se mantenga el equilibrio justo entre los derechos fundamentales del    
ordenamiento jurídico europeo (asunto PROMUSICAE); 

 Se obliga a informar a los usuarios sobre los sistemas de filtrado de contenidos aplicables para garantizar la defensa de 
los derechos de propiedad intelectual, pero que no interfieran en la libertad de expresión, prohibiendo, por ejemplo, los 
sistemas de filtrado general o que se usen tecnologías que filtren contenidos de forma autónoma (asunto SCARLET       
EXTENDED); 

 Se reconoce la problemática existente entre derechos de propiedad intelectual y otros derechos fundamentales, aunque 
permite el uso de sistemas de filtrado de contenidos, un sistema que diferencie entre contenidos lícitos e ilícitos, ya que 
lo contrario sería un atentado al derecho de libertad de expresión (asunto SABAM/NETLOG); 

 Responsabilidad de los prestadores de servicios en internet ante infracciones de los derechos de propiedad intelectual 
(caso GS MEDIA). 

En relación al derecho de información, por ejemplo, el asunto TELEKABEL (C-314/12) reconoce expresamente la libertad de         
información y la relacionada con el bloqueo de sitios web, imponiendo medidas de bloqueo específicas, no genéricas, ya que 
estas últimas vulneran ese derecho fundamental.  

En los asuntos MCFADDEN (C-484/14) o BESTEI LUBBE (C-149/17) sin embargo, las decisiones van a favor de los derechos de         

propiedad intelectual y en contra de otros derechos fundamentales como el derecho de intimidad.  

Antes incluso de estas STJUE decisivas en torno a los derechos de propiedad intelectual y el derecho de libertad de expresión e 

información, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) ya había emitido sentencias en favor de la libertad de expresión en 

el ámbito digital; la resolución de 18 de diciembre de 2012 (Aasunto hmet Yıldırım Vs. Turquía (Demanda No. 3111/10) Entonces se 

aplicaba la Directiva 2000/31/CE  de comercio electrónico, cuyo artículo 15 regula la responsabilidad limitadas. Y la Directiva 

2001/29/CE, cuyo artículo 8.3. indicaba por su parte que los titulares de derechos pueden pedir medidas a los intermediarios. 

Vemos en estas primeras decisiones en las que debe actuarse en aras de la ponderación de los derechos en conflicto, derechos 

fundamentales todos ellos, que comienzan a entrar en juego los prestadores de servicios de intermediación, lo que muchos            

expertos han destacado como una dejación de los poderes públicos, ya que deja de ser el Estado (o la UE) como ente público el 

único garante de los derechos fundamentales, y pasan a ser los intermediarios en el ámbito digital los que asumen el protagonismo 

en la detección y bloqueo de contenidos ilícitos y en la determinación de los criterios de ponderación que deben aplicarse para 

garantizar la libertad de expresión; “ generando con ello un espacio de incertidumbre con incentivos para una censura colateral, 

con el consiguiente efecto desaliento en la capacidad diáloga ciudadana”, según MORA GONZÁLEZ (referencias en bibliografía ),  

Estos intermediarios, que eran neutrales (Directiva 2000/31) pasan a ejercer funciones públicas. ¿Cómo se avala este sistema? A 

continuación  la respuesta. 
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 Cuatro 
Nuevos análisis en torno a los derechos de autoría e intangibles (artículos de investigación). 

  La necesaria ponderación entre derechos de propiedad intelectual y otros derechos fundamentales: la 

Directiva europea 790/2019.  

La Directiva Europea 2019/790, sobre derechos de autor en el ámbito digital, nos trae una regulación que                  

incrementa las obligaciones de supervisión de los intermediarios digitales sobre los contenidos, quienes tienen la 

obligación de utilizar sistemas de filtrado para garantizar que los contenidos no vulneran derechos de propiedad 

intelectual de terceros.  

El Considerando 70 de la propia Directiva 2019/790, indica que dichas medidas de supervisión, que pueden aplicar 

en colaboración con los propios titulares de los derechos, deben mantener el equilibrio con el resto de derechos 

fundamentales de la Carta Europea, mencionando expresamente a derechos como la libertad de expresión y la     

libertad de información. Además, deben autorizar la aplicación de límites y excepciones a los derechos de autor, 

como el derecho de cita, parodia, pastiche, o los comentarios con fines de crítica. Para ello, los intermediarios   

deben facilitar sistemas de reclamación, lo que se traslada al artículo 17.9. De la Directiva, que establece las          

obligaciones en    relación a estos sistemas de recurso de los usuarios que se acogen a las excepciones a los          

derechos de autor.  

Antes de la normativa, el TJUE había establecido ya esa obligación de supervisión de las empresas intermediarias 

que ofrecen los servicios de las plataformas digitales; asuntos como el SABAM (C-360/10), CYANDO y YOUTUBE (c-

682/18 y 683/18), establecen las líneas básicas de dicha labor de supervisión, que luego se trasladarán al artículo 

17 de la Directiva 2019/790, cuyos puntos b) y c) establecen las principales obligaciones de los intermediarios          

digitales, en relación a contenidos publicados por los usuarios en sus plataformas: 

 Deben obtener una licencia de los titulares de esos contenidos publicados por los usuarios; y en caso de que 

dicho acuerdo de licencia no haya sido posible, 

 Aplicar sistemas de filtrado de los contenidos; la normativa no regula el tipo de sistemas de filtrado, pero sí 

indica que para no ser responsables directos de estos contenidos que hayan podido publicarse sin autorización 

de sus titulares de derechos, deben aplicar medidas que garanticen que los contenidos no estén disponibles, y 

si además, ha habido una reclamación por vulneración de los derechos por parte de los titulares, hayan        

aplicado sistemas de deshabilitación de los contenidos, procurando además que no puedan volver a publicarse. 

El TJUE en el asunto POLONIA (C-401/19) analiza si este artículo 17 vulnera otros derechos fundamentales como el de 

la libertad de expresión o la libertad de información, o, tal y como explica MORA, si esta labor de supervisión puede 

provocar una auténtica censura colateral, “ no compatible con una valoración ponderada de la libertad de           

expresión e información. Los mecanismos de filtrado actuales tienen capacidad limitada para realizar dicha            

ponderación, los mecanismos de filtrado generan incertidumbre sobre los contenidos permitidos y no permitidos, y 

además estos propios mecanismos no se pueden analizar ya que están protegidos por secretos industriales”. 

Finalmente el TJUE, aunque reconoce que quedan afectados los derechos a la libertad de expresión e información al 

aplicarse sistemas de filtrado de contenidos, el propio artículo 17 de la Directiva 790 de 2019 permite aplicar el   

régimen de límites y excepciones a los derechos de autor, y este elenco de límites es el que permite el ejercicio de 

la libertad de expresión e información. Además, insta al legislador europeo a regular medidas de salvaguarda ex 

post, es decir, una vez que el contenido ha sido publicado.  

Con estas medidas, se está limitando el uso de sistemas de filtrado? Las medidas se regulan en el Reglamento        

Europeo 2022/2065, de servicios digitales (en adelante, el DSA). ¿Qué dice esta regulación de 2022? 
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 Cinco 
Nuevos análisis en torno a los derechos de autoría e intangibles (artículos de investigación). 

 La necesaria ponderación entre derechos de propiedad intelectual y otros derechos fundamentales: El Re-

glamento Europeo 2022/2065 (DSA). 

Antes de la entrada en vigor de la DSA, el TJUE emite alguna decisión más al respecto: en el asunto FACEBOOK (C-18/18) 

establece la obligación de aplicar medidas a proveedores de alojamiento de datos, en este caso, al titular de la red  

social Facebook, declarando su responsabilidad si no retira o bloquea contenidos declarados ilícitos en dicha red        

social. Además, este asunto pondera el derecho a la libertad de expresión con otro derecho fundamental, el derecho al 

honor; en este caso, consideramos que no es fundamental si prevalece uno u otro, sino la decisión de declarar ilícito, 

por vulnerar derechos fundamentales, un contenido, previa decisión judicial sobre dicha ilicitud, y la responsabilidad de 

los proveedores intermediarios de adoptar medidas de retirada o bloqueo del contenido declarado ilícito judicialmente. 

La DSA se hace eco de estas resoluciones y regula las medidas aplicables una vez que los contenidos han sido ya         

publicados, es decir, medidas ex post. En realidad, estas medidas son una obligación para los proveedores de               

servicios digitales, y uno de los requisitos para que puedan acogerse a la exención de responsabilidad si esos                 

contenidos son ilícitos y aún a pesar de ello los usuarios los han puesto a disposición en la plataforma que gestionan. 

Anteriormente, la Directiva de comercio electrónico (Directiva 2000/31/CE) ya preveía este sistema de                    

responsabilidad limitada de los intermediarios en internet, y la misma se sigue manteniendo en la DSA, aunque ahora se 

habla de una responsabilidad proactiva, ya que con esta regulación europea, el prestador de servicios de                      

intermediación es un auténtico garante de los derechos fundamentales (MORA), La DSA le impone el deber de actuar de 

manera diligente en el momento en que tenga conocimiento de que un contenido alojado en su plataforma es ilícito, 

retirando o bloqueando ese contenido ilícito. Estas medidas ex post– la retirada o el bloqueo—, sin embargo, deben ser 

aplicadas “respetando los derechos fundamentales de los destinatarios del servicio, incluyendo el derecho a la libertad 

de expresión e información” (Considerando 22 de la DSA).  

Esa posición de garante también ha sido analizada por los expertos. En primer lugar, el prestador de servicios digitales 

debe publicar, bajo la forma de condiciones generales o de servicios, toda la información sobre los sistemas de              

moderación de contenidos, ya que estos sistemas pueden generar restricciones a esos derechos fundamentales (art. 

14.4. DSA).  Si es el prestador de los servicios digitales el que debe procurar que se respeten los derechos                    

fundamentales de las personas usuarias del servicio, a fin de que este prestador pueda tener toda la información          

sobre una posible vulneración de estos derechos como el de la libertad de expresión, debe facilitar un procedimiento 

donde se solicite a quien interpone una reclamación por la existencia de un contenido ilícito, toda la  información              

necesaria para confirmar dicha ilicitud– este procedimiento incluye acreditar la titularidad del contenido que se quiere 

bloquear o retirar, aunque este requisito no aparece en la normativa europea, es una condición particular de los      

proveedores de servicios digitales-; además, debe facilitar un procedimiento que se aplique para informar al                  

usuario que ha subido el contenido “ilícito”, donde se le proporcione la posibilidad de defenderse de esta situación, por 

ello, el artículo 16 de la DSA regula los requisitos que deben cumplir los proveedores de servicios digitales para             

notificar la infracción relacionada con un contenido ilícito. Por lo tanto, esa posición de garante de los proveedores 

intermediarios significa, según SENFTLEBEN, M (más info en bibliografía) como un acto de “externalización de las             

obligaciones en materia de derechos humanos” (derechos fundamentales), ya que dejan de ser las autoridades              

públicas y pasan a ser las empresas proveedoras de servicios las que controlan los contenidos y que esos controles 

no afecten a derechos fundamentales como la libertad de expresión. Y si esto sucede, serán los propios usuarios los 

que deberán instar los mecanismos del art. 86  de la DSA, lo que, a juicio del autor, que considera que al dejar en       

manos de los usuarios las medidas contra la erosión de los derechos humanos, el legislador fomenta una cultura de 

ocultación de las deficiencias contra la libertad de expresión e información, entre otros derechos fundamentales.  
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 Seis 
Nuevos análisis en torno a los derechos de autoría e intangibles (artículos de investigación).  

Medidas legales para preservar la libertad de expresión en el entorno digital: 

Las medidas que establecen la Directiva 2019/790 y la DSA, el Reglamento UE del 2022, no parece que sean suficientemente   

idóneas para respetar en el entorno digital la libertad de expresión, sí sin embargo, para asegurar el respeto a los derechos de 

propiedad intelectual de terceros.  

Hagamos primero una clasificación de estas medidas a disposición de los usuarios de internet, para hacer valer derechos como 

la libertad de expresión: 

 En el sistema interno de reclamaciones (cuyos requisitos y apartados se regulan en el artículo 20 de la DSA), debe tenerse 
en cuenta el apartado 4 del artículo 14 que exige un sistema diligente, objetivo y proporcionado al respeto a estos derechos 
fundamentales; este sistema además debe explicarse en sus condiciones de servicio de forma clara y sencilla; la vía de  
reclamación debe ser rápida, gratuita y directa. 

 Se deben facilitar vías para la resolución extrajudicial de cualquier conflicto relacionado con la afectación de derechos          
fundamentales como la libertad de expresión, sufragando el prestador del servicio digital todos los gastos generados por el 
uso de estas vías, si la resolución del litigio es a favor del usuario que ha visto mermado su derecho a la libertad de           
expresión; si la resolución fuera favorable al prestador de servicios, los gastos no se imputarán al usuario, salvo que exista 
mala fe por parte de este usuario al reclamar; 

 Deberán realizar una evaluación de riesgos periódica sobre el diseño y funcionamiento de sus servicios digitales, también de 
los modelos de moderación de contenidos y de los algoritmos utilizados, para apreciar si generan efectos negativos sobre 
los derechos fundamentales, mencionando expresamente a la libertad de expresión (art. 34.1. b) DSA), aplicando cualquier 
medida que pueda reducir o paliar esos riesgos; la Comisión Europea también velará por ello, tiene competencias para          
decidir medidas concretas e imponerlas a los prestadores de servicios digitales (art. 36 DSA); se regula también la         
obligación de realizar auditorías independientes, cuyos informes , que pueden determinar el impacto real que tienen los    
servicios digitales y las medidas adoptadas en los derechos fundamentales, deben ser publicados, al menos en lo que res-
pecta al número de reclamaciones recibidas y a los medios de moderación de contenidos; 

 La DSA permite solicitar una compensación económica que abonen los proveedores de servicios, por el incumplimiento de 
las medidas que deben adoptar para que sus servicios no afecten a los derechos fundamentales (art. 54 DSA); 

 Se permite que los usuarios cuyos derechos fundamentales hayan sido afectados en las plataformas digitales, puedan       
plantear una reclamación a través de entidades representativas de sus derechos, como asociaciones sin ánimo de lucro que 
tengan entre sus finalidades estatutarias dicha protección; estas reclamaciones deben ser analizadas y resueltas de forma 
preferente por las plataformas de servicios. 

 Por último, cualquiera de estas medidas de la DSA son compatibles con las medidas que puedan adoptar los usuarios           
afectados a nivel judicial. 

Podemos concluir, al analizar estas medidas, que la protección de los derechos fundamentales, como el derecho a la libertad de 

expresión, depende exclusivamente de las reclamaciones que interpongan los usuarios que han visto que sus contenidos han 

sido bloqueados o retirados: sí que pueden optar por reclamar a través de organizaciones jurídicas que defienden sus intereses 

y derechos, pero en cualquier caso, cualquier paquete legal de medidas depende de un primer paso, la reclamación de la parte 

usuaria; estamos con SENFTLEBEN en que si no hay quejas de los usuarios, los problemas que se puedan generar a derechos 

como la libertad de expresión van a permanecer ocultos (“ no user complaint= no human rights problem”). 

Los sistemas de moderación de contenidos pueden generar el bloqueo o retirada casi de forma automática, y por lo tanto, los 

derechos de propiedad intelectual son respetados, pero si ese contenido es finalmente “lícito”, por ser una cita, una parodia , una 

información de actualidad , una obra situada permanentemente en un lugar público, o bien un contenido fruto de la libertad de 

expresión, cualquier medida de reparación, compensación económica o similar solo se va a aplicar si antes ha existido una          

reclamación por el usuario que ha publicado dicho contenido o una asociación que le represente. Esta regulación no es idónea 

para proteger los derechos fundamentales por esta razón. No hablamos de eficacia de la medida, sino de que dicha medida no 

vulnere los derechos fundamentales de los usuarios; si los usuarios no plantean reclamaciones, no se puede analizar la medida 

desde este prisma, ni se puede tomar una decisión sobre la naturaleza de la medida en relación con su afectación a otros            

derechos como el de la libertad de expresión. 
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 Siete 
Nuevos análisis en torno  a los derechos de autoría e intangibles (artículos de investigación). 

¿La intervención de los prestadores de servicios digitales y sus sistemas de moderación de contenidos  

atenta contra la libertad de expresión? 

La DSA impone una forma de trabajar por parte de los prestadores de servicios digitales, especialmente a las grandes              

plataformas y redes sociales que tienen millones de usuarios, a los que califica como guardianes de acceso, y establece que 

su responsabilidad no es limitada, al contrario, deben cumplir requisitos estrictos para acogerse a la exención de                      

responsabilidad. El propio TJUE, en las decisiones más recientes, como el asunto WEBGROUP (asunto C-421/24) o COYOTE 

SYSTEM (asunto C-190/24) acumulados ambos, resuelve que si un prestador de servicios digitales quiere estar exento de       

responsabilidad por los contenidos publicados en su servicio o plataforma, deberá actuar como mero intermediario, con una 

función meramente técnica, automática y pasiva, por lo tanto, no podrá tener conocimiento  o control de la información        

transmitida o almacenada. Señala el TJUE que si un operador examina los contenidos, por ejemplo, en el caso de Youtube, 

analiza el tema principal de un canal, los videos más vistos de los canales o los más recientes y los metadatos asociados, no 

se puede acoger a su posición de mero intermediario. Además, indica que no podrá acogerse a la condición de no responsable 

aún cuando no tenga conocimiento de los contenidos de la plataforma por el tratamiento automatizado de dichos contenidos. 

Cuando está utilizando un algoritmo para determinar las condiciones de la puesta a disposición de los contenidos, ya ejerce 

un control sobre los mismos, y por lo tanto, es responsable activo. 

Estos proveedores digitales utilizan además medidas de control, para filtrar y moderar los contenidos, por ello, son             

responsables directos de las consecuencias que tengan las medidas sobre los contenidos y sobre los derechos de los        

usuarios. Deben cumplir, además, con la Directiva 2019/790/UE y con la DSA, permitiendo que  quien publica un contenido, 

pueda  hacer uso de los límites aplicables a los derechos de propiedad intelectual, ya que de esta forma, se garantiza que 

exista un equilibrio entre derechos humanos como la propiedad intelectual y la libertad de creación artística por un lado, y la 

libertad de expresión e información, también la libertad de empresa, por otro.  

La justificación de los prestadores de servicios de que dichos sistemas de moderación y filtrado son imprescindibles para 

evitar vulneraciones de derechos de propiedad intelectual está ya superada, una vez el TJUE resolvió en el asunto POLONIA 

(explicado en página 4) que estos sistemas y herramientas solo pueden dirigirse a contenidos ilícitos (alude a contenidos 

“manifiestamente ilegales”)  no pueden aplicarse de forma genérica y por supuesto, deben cumplir con todos los requisitos de 

transparencia y supervisión pública, tal y como señala el propio TEDH (Tribunal Europeo de Derechos Humanos) y la propia 

Comisión Europea en su informe de 4 de junio de 2021 (COM/2021/288 final), informe que, en relación al artículo 17 de la          

Directiva 2019/790/UE explica que debe tenerse en cuenta, por ejemplo, la duración de la puesta a disposición del contenido, 

el tamaño del mismo, el modelo de negocio o incluso el riesgo de perjuicio económico significativo para quien sea titular de 

derechos sobre ese contenido. Estas obligaciones exigen que la moderación y filtrado de contenidos se deba hacer de forma 

específica y no genérica, y que todos estos apartados se analicen en cualquiera de estos momentos: 

 En el momento en que un titular de derechos sobre un contenido o una persona física o jurídica inste al prestador de 

servicios digitales la retirada o bloqueo de un contenido puesto a disposición en su servicio; 

 En el momento en que el contenido haya sido retirado o bloqueado y el usuario reclame por ser un contenido que puede 

utilizar por la regulación de los límites y excepciones o por tratarse del ejercicio de su libertad de expresión o                

información.  

La Comisión Europea explica ejemplos, como el de la puesta a disposición de extractos de videos o canciones en un video (que 

podemos ver en un canal de Youtube, el ejemplo es mío). Pero, ¿qué sucede si se hacen comentarios, críticas, se vierten          

opiniones más o menos insidiosas, sin llegar a ser calificadas de insultos, injurias, calumnias o engaños?  Lo mejor es poner 

ejemplos y buscar, en los distintos informes de auditoría que hayan publicado los prestadores de servicios, las posibles       

conclusiones  obtenidas. 
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Nuevos análisis en torno a los derechos de autoría e intangibles (artículos de investigación). 

El binomio censura vs. Libertad de expresión: situaciones reales y soluciones aplicables. 

En este punto debemos matizar que no hablamos de la crítica que corre por las redes, ya que la censura es otra cosa. La 

crítica a otros comentarios o contenidos publicados es una expresión más del derecho a opinar libremente de cualquier         

persona; evidentemente, determinadas críticas, sobre todo si son masivas, pueden influir en la libertad de expresión e             

información, pero el origen es siempre privado, personas opinando sobre los contenidos de otras personas; la censura tiene 

como base la alteración del contenido, del discurso, o su pura eliminación o bloqueo, y el origen puede ser un organismo       

público o también entidades privadas, como por ejemplo, los prestadores de servicios digitales. Estos tienen unas              

condiciones de servicio con reglas específicas sobre el tipo de contenidos que están prohibidos, o que pueden ser, bajo los 

criterios de moderación, supervisados, bloqueados o retirados directamente. No hace falta que exista una reclamación.   

El uso de sistemas automatizados de moderación es también un tema polémico. El uso de algoritmos y de IA para dicha labor 

ha sido objeto de debates internacionales, fruto de los cuales, han creado los Principios de Manila sobre responsabilidad 

de los intermediarios, del año 2015, que exige a estos aplicar una serie de principios o estándares siguientes: 

 La exención de responsabilidad de los intermediarios debe estar regulada por leyes 

 No puede requerirse la restricción de contenidos sin intervención de la autoridad judicial 

 Las solicitudes de restricción de contenidos deben ser claras, inequívocas y respetar el debido proceso 

 Las leyes que regulen la restricción de contenidos deben cumplir con los criterios de necesidad y proporcionalidad 

 Las leyes que regulen la restricción de contenidos deben respetar el debido proceso (por ejemplo, el derecho a ser oído 

del usuario que ha publicado el contenido) 

 Deben aplicar se los criterios de transparencia y rendición de cuentas. 

Estos principios no son vinculantes, pero sí que han sido trasladados, como hemos podido comprobar a lo largo de este         

artículo de investigación, a normativas europeas. Uno de los principios que consideramos más importantes es el relacionado 

con la transparencia. La DSA regula la obligación de publicar los informes de transparencia sobre los sistemas de              

moderación de contenidos y sobre las reclamaciones realizadas por los usuarios de las plataformas y redes sociales. ACE, el 

organismo independiente de nombre Appeals Centre Europe, es quien se encarga de publicar y analizar estos informes de 

transparencia. Facilita a cualquier persona usuaria de este tipo de servicios digitales la impugnación o reclamo si la               

moderación de contenidos ha generado la retirada del contenido,  su bloqueo o la suspensión de una cuenta. El ACE es un   

órgano extrajudicial independiente que realiza la labor de recibir las reclamaciones de los usuarios, y actuar, de forma         

gratuita.  Nos han facilitado interesante información al respecto.  Su último informe de transparencia, correspondiente al 

periodo correspondiente entre abril de 2025 y marzo de 2026, nos deja varias conclusiones resumidas a continuación: 

 En ese periodo se han recibido más de 24.000 reclamaciones; alrededor de la mitad, unos 12.000, han sido revisados; 

 Se ha revocado la decisión de moderación de la plataforma en el 52% de los casos; un 44% exige la restauración de su 
cuenta; un 16% piden restaurar o desbloquear su propio contenido; en este segundo caso, un 65% de los contenidos 
restringidos han sido restaurados;  analizamos en la página siguiente alguno de estos casos; 

 En muchos casos (en este periodo, 7000 casos),  los prestadores de servicios digitales no colaboran  y no proporcionan 
información sobre las políticas utilizadas para la moderación de contenidos, por lo que el ACE resuelve a favor del            
usuario; Sí que se resalta que YouTube quiere colaborar. 

 España es el cuarto país europeo que más litigios presenta contra los prestadores de servicios digitales; 

A continuación se analiza una muestra de la información publicada por Google, prestador de servicios y dueño de la            

plataforma YouTube. El resto de prestadores de servicios digitales no ofrecen tanta información ni tanta colaboración con los 

organismos independientes.  
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 Nueve 
Nuevos análisis en torno a los derechos de autoría e intangibles (artículos de investigación). 

El binomio censura vs. Libertad de expresión: situaciones reales y soluciones aplicables (continuación) 

Las plataformas y redes sociales deben publicar los informes de transparencia a los que les obliga a preparar la DSA.  

El informe del prestador de servicios GOOGLE, dueño de la plataforma YouTube, se ha elegido ya que es una de las pocas          

empresas intermediarias que colaboran con las autoridades públicas y los organismos independientes como el ACE. De los 

datos del informe de transparencia de 2025, destacamos los siguientes: 

 Explica qué es el CONTENT ID, la herramienta que Youtube pone a disposición a los titulares de derechos de propiedad 
intelectual, a través de la que se canalizan las reclamaciones por vulneración de estos derechos; se contabilizan más de 
2000 millones de reclamaciones por contenidos que vulneran derechos de autoría; 

 El 6% de estas reclamaciones, se han considerado abusivas, ya que se atribuyen a reclamantes que se atribuyen de      
forma falsa derechos de propiedad intelectual; 

 De este número de reclamaciones, los usuarios afectados por las medidas de bloqueo y moderación son menos de un 1%; 
es decir, que menos de 20 millones de usuarios han reclamado a Google;  

 De dichas reclamaciones realizadas por los usuarios, un 65% se resolvieron, en el año 2025, a favor de la parte usuaria; 
por lo tanto, alrededor de 13 millones de usuarios han visto que su impugnación ha llegado a buen término y se ha         
reconocido que las medidas de bloqueo no les permitían publicar contenidos a pesar de tener el derecho a hacerlo. 

Esta información es la que proporciona Google a través del sistema de transparencia, y el siguiente paso sería comprobar 

que también los organismos públicos, europeos y nacionales, también publican sus propios informes de transparencia, donde 

podamos analizar el tipo de reclamaciones que han interpuesto los usuarios y si estas se han resuelto a favor de sus             

derechos, por ejemplo, el de la libertad de expresión. 

En España, el coordinador de servicios digitales es la CNMC, y en sus informes anuales (www.cnmc.es) solo indica el número 

de reclamaciones interpuestas, no entra al detalle del análisis sobre cada caso o la prevalencia de unos u otros derechos. En 

Europa, la Comisión Europea publica su base de datos de transparencia de la DSA, conforme al art. 17 de este Reglamento 

Europeo. La base de datos incluye también las denominadas “declaraciones de motivos”, una herramienta que recoge las  

decisiones de moderación de contenidos, donde se explican las restricciones aplicadas por el prestador de servicios, los    

hechos que han motivado dicha restricción y los fundamentos aplicables. Se puede buscar por tipo de restricción, por            

categorías (entre ellas, las infracciones de propiedad intelectual), por plataforma o también por fechas. Hemos encontrado en 

relación a la plataforma Youtube más de 3000 resultados,  por lo que ha sido muy difícil elegir uno, pero ya que este artículo 

se publica el día 15 de septiembre, hemos elegido de entre todos ellos, una decisión de YouTube de fecha 13 de septiembre, en 

la que se elimina contenido en base al artículo 16 de la DSA, por infracción de derechos de autor. En este caso, se elimina un 

video por ser considerado contenido ilegal. No dan más información.  

Parece que en esta base de datos de transparencia de la DSA no se incluyen las resoluciones por infracciones que han           

interpuesto los usuarios, ya que la DSA obliga a publicar las decisiones en torno a la moderación de los contenidos, una vez 

estas se han adoptado y el usuario ha decidido reclamar, no se publica los motivos, las resoluciones a favor de los usuarios o 

si estos han obtenido algún tipo de compensación, incluso económica.  Por el momento, nos tenemos que conformar con las 

informaciones de los organismos independientes (como el ACE) que defienden los derechos de los usuarios. Pero para             

contribuir a una transparencia total, también debería darse este tipo de informaciones.  

Algunos países como Alemania han resuelto en vías judiciales asuntos de este tipo, creando requisitos para que los usuarios 

puedan hacer uso de su derecho de réplica ante este tipo de bloqueos, eliminaciones de cuentas o restricciones de            

contenidos, limitando las decisiones de las plataformas intermediarias si estas vulneran derechos de los consumidores y 

usuarios como la libertad de expresión. En todas las sentencias, los Tribunales alemanes   establecen como pilar básico para 

adaptar los términos de servicio digital, la propia libertad de expresión de los usuarios, cuya protección en  el entorno digital  

pasa a convertirse en un servicio más al consumidor, no solo un mero valor político. Vamos avanzando entonces en la                

protección de este derecho fundamental, aunque sea en algunos estados europeos y de forma individual.  
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Nuevos análisis en torno a los derechos de autoría e intangibles (artículos de investigación). 

Conclusiones: 

El análisis en torno a la libertad de expresión y los derechos de propiedad intelectual nos ha llevado al largo debate 

sobre cuál de los derechos prevalece sobre el otro, y que en este artículo de investigación ha comenzado con el           

estudio de la Sentencia del TS 1761/2025 en torno al caso “Fariña”. En realidad, hay un tercer elemento que ha         

entrado en el debate cuando la polémica se ha trasladado, de forma irremediable,  al entorno digital, ya que internet 

es hoy el medio de difusión en el que se pone en cuestión esa libertad de expresión; en aras de la protección de los 

derechos de propiedad intelectual que puedan verse afectados en este entorno, las empresas que ofrecen los         

servicios digitales pueden alterar, adaptar, moderar los contenidos que circulan por sus plataformas y redes            

sociales, por lo que entra en la ecuación la denominada “censura” digital. De la misma forma que estos intermediarios 

no son pasivos, sino responsables activos de los contenidos que los usuarios ponemos a disposición en sus servicios 

digitales, se han convertido también en responsables de las herramientas de moderación, de las decisiones de         

bloqueo o retirada de contenidos, de los sistemas que están obligadas a proporcionar para reclamar y de las propias 

soluciones a bloqueos injustos, indiscriminados y desproporcionados. La normativa europea regula todo el elenco de 

obligaciones que deben cumplir estos intermediarios en su calidad de guardianes de acceso. Los usuarios podemos, 

además de reclamar, solicitar la ayuda de las entidades defensoras de nuestros derechos (como el ACE). La Comisión 

Europea tiene también la capacidad de vigilar, exigir el cumplimiento normativo, publicar informes periódicos e incluso 

sancionar a los prestadores de servicios digitales que no son transparentes, pero aún no toman medidas ante la         

moderación que vulnera el derecho a la libertad de expresión. Hemos podido comprobar que el uso responsable de un 

servicio digital, basado en el equilibrio entre derechos y libertades, se ha sustituido por un conjunto de obligaciones 

empresariales cuya finalidad no es otra que fiscalizar al prestador de servicios, que es la parte que financieramente 

se lo puede permitir. 

 Nota final:  

En esta investigación he podido comprobar las consecuencias de que el entorno digital en el que nos movemos sea una maraña 

de normas, reglas, condiciones de servicio y obligaciones legales. Para evitar la responsabilidad por vulneración de los 

derechos de propiedad intelectual, las empresas que gestionan las plataformas y redes sociales aplican condiciones y 

herramientas para moderar los contenidos que subimos los usuarios y también las opiniones que publicamos. A veces se 

equivocan, y reconocen que esa actividad de moderación era excesiva. Aunque se pueden acoger a la propia regulación, ya que 

la DSA establece que todos estos actos de moderación deben realizarlos si no suponen esfuerzos desproporcionados. Tengo 

un sentimiento encontrado en este tema: defiendo los derechos de propiedad intelectual de personas autoras y entidades 

creativas, también en el entorno digital. Pero también sé que esos derechos surgen de personas que han creado, han realizado 

un esfuerzo creativo, es decir, del pleno ejercicio de su libertad artística y creativa, que es una manifestación más de la 

libertad de expresión. La libertad de expresión es la base para que la parte autora pueda desarrollar su trabajo artístico. La 

libertad de expresión es también la base para que la parte consumidora pueda opinar libremente de ese trabajo, o bien lo 

pueda utilizar para fines como el educativo o el informativo. Ambas partes están hoy en manos de empresas que han 

desarrollado sus negocios digitales, aunque aquí también hay un derecho fundamental, que es el de la libertad de empresa. En 

un mundo ideal, habría un equilibrio entre todos estos derechos, ya que el derecho de unos empieza donde termina el de los 

otros. En el mundo real, más bien en el mundo digital, son las empresas que ofrecen los servicios digitales las que deben 

procurar que ese equilibrio se mantenga. Me pregunto si estas cuestiones de tanto calado, que son vitales ya que se está 

decidiendo qué podemos leer, ver, escuchar, y de qué podemos informarnos u opinar, no requerirá de otro tipo de vías, de la 

acción colectiva y la ayuda de organizaciones internacionales que medien, concilien, arbitren… que impulsen el acercamiento 

entre todas las partes implicadas, con una única finalidad: que se respeten los derechos fundamentales de todas las partes, 

sin prevalencia de unos sobre otros. ¿Será esta solución una utopía? 

Conchi Cagide Torres.    
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